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El presente trabajo, se basa en la recopilación de información respecto de la prueba 
ilícita y la relación que existe con la persecución penal, desarrollada en la ciudad 
de Arequipa en julio del 2021, determinando si la exclusión de la prueba prohibida 
afecta en la persecución penal. En la presente investigación, se incorporó la 
posición de la normativa, así como doctrina y jurisprudencia, respecto de las 
excepciones a la regla de la exclusión de la prueba prohibida. 
 
En la investigación desarrollada se utilizó la metodología que se basa en la 
recolección de datos, así es como se desarrollaron las entrevistas a los fiscales de 
la Fiscalía Especializada del Despacho Fiscal de Arequipa, así como las guías de 
análisis documental , las cuales se desarrolla en todo el presente trabajo, para lo 
cual se ha podido apreciar que solo en algunos casos la prueba prohibida podría 
perjudicar la persecución penal, y que solo casos muy concretos podrían ser 
considerados para que se pueda permitir el uso de prueba prohibida, ello respecto 
a la valoración de diversas circunstancias que dependan del delito y de la 
adquisición de la prueba, basado en el Principio de Ponderación de los derechos 
fundamentales vulnerados. 
 








This work is based on the collection of information regarding the illegal evidence 
and the relationship that exists with the criminal prosecution, developed in the city 
of Arequipa in July 2021, determining whether the exclusion of the prohibited 
evidence affects the criminal prosecution. In the present investigation, the position 
of the regulations, as well as doctrine and jurisprudence, regarding the exceptions 
to the rule of exclusion of the prohibited test were incorporated. 
 
In the investigation carried out, the methodology based on data collection was used, 
this is how the interviews with the prosecutors of the Specialized Prosecutor of the 
Arequipa Fiscal Office were developed, as well as the documentary analysis guides, 
which are developed in all this work, for which it has been possible to appreciate 
that only in some cases the prohibited test could harm the criminal prosecution, and 
that only very specific cases could be considered so that the use of prohibited test 
could be allowed, this with respect to the assessment of various circumstances that 
depend on the crime and the acquisition of evidence, based on the Principle of 
Weighting the fundamental rights violated. 
 















En la actualidad y a lo largo de los años, se ha podido apreciar que supuestos 
actos delictivos de gran connotación, que vulneran derechos fundamentales y 
que afecta a una amplia parte de la sociedad, se excluyeron pruebas afectando 
de ese modo la repercusión penal que es facultad del Ministerio Público, por lo 
que es limitante para el mismo al no ser admitidas en la valoración probatoria, 
por lo que los autores de los mismos hechos, no pudieron ser sancionados o 
juzgados gracias a esas pruebas que son denominadas como pruebas 
prohibidas o ilícitas, a pesar de que estas pruebas generaban convicción 
respecto a la comisión de un determinado delito, sin tener en cuenta que no solo 
se protege los derechos del imputado sino también los derechos del vulnerado 
con el acto delictivo. 
 
Al ser una facultad del Ministerio Público la persecución penal, cuenta con varias 
limitaciones en las dos principales etapas de investigación que son la 
Investigación Preliminar y la Investigación Preparatoria, ya sea para formalizar 
una investigación o para acusar, ello de acuerdo en la etapa en la que se 
encuentre, y las limitaciones que más se presentan son: el tiempo que se tiene 
para la investigación, los recursos y los medios probatorios excluidos. 
 
Siendo que, como se indicó con anterioridad estos medios probatorios que son 
limitados en su uso dentro del proceso, por razón de que en la obtención de las 
mismas se vulneran derechos fundamentales y ser consideradas pruebas ilícitas 
o prohibidas, limitan la investigación, vulnerando el derecho a la verdad, 
limitando el ejercicio fiscal, y sin que se realice una valoración respecto a los 
derechos vulnerados al momento de la adquisición de la prueba y al momento 
en que se comete el delito, ni la afectación social. 
 
Se debe indicar a la vez que en el artículo VIII del Título Preliminar del Código 
Procesal Penal según indica P. Sánchez (2017), manifiesta que no solo son 
excluidas del proceso las pruebas adquiridas directamente con la vulneración 
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de un derecho fundamental, sino también aquellas que son adquiridas de 
manera indirecta que tiene la denominación de Teoría del Fruto del Árbol 
envenenado, que fue acuñada por el juez Frankfurter ello según Law (2021). 
 
Por lo que limita aún más la actuación probatoria en el proceso, de ciertas 
pruebas que podrían resultar sustanciales para acreditar el supuesto factico del 
presunto delito, para lograr un desarrollo con mayor efectividad en cuanto a la 
adquisición de pruebas en la investigación, para que resulten suficientes 
elementos de convicción para la acusación. 
 
Así como se indicó en párrafos anteriores, se apreció circunstancias que limitan 
el óptimo desarrollo dentro del Proceso Penal, lo cual se empezó a plasmar de 
manera sintética en una Interrogante General y dos Interrogantes específicas, 
cabe precisar que el problema científico es un conocimiento previo de lo 
desconocido, una incógnita en la ciencia que requiere investigación, ello de 
acuerdo a Espinoza (2018), también nos indican Pandey y Mishra (2015), que 
en el problema se debe definir y delimitar el área específica en el cual se 
pretende realizar la investigación, así es que como propuesta de esta manera 
se decidió indicar el siguiente Problema General, ¿Cómo la exclusión de la 
Prueba Ilícita influye en la Persecución Penal, Arequipa, 2021?, a partir de ello 
también se determinó problemas específicos, siendo el primer problema 
específico el siguiente, ¿De qué manera la obtención ilegal de la prueba se 
relaciona con definir hechos criminales, Arequipa, 2021? y como segundo 
problema específico se planteó el siguiente, ¿De qué manera la violación de 
derecho fundamentales se relaciona el grado de afectación social, Arequipa, 
2021?. 
 
Ahora bien, desde el enfoque cualitativo de la investigación, con la presente 
buscamos que se valoren las diversas características en cuanto a la vulneración 
de un derecho fundamental, donde al respecto indica Strain (2021), que para la 
identificación del derecho fundamental se debe tener en cuenta lo legal y no lo 
moral, pues lo moralmente correcto no siempre tiene vínculo con lo fundamental, 
ahora, para que en caso una prueba haya sido obtenida de manera irregular, 
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vulnerando algún derecho fundamental y por lo tanto sea considerada como 
prueba prohibida, pueda entrar a ser materia de valoración, por si esta pueda 
ser usada o no dentro del proceso penal, teniendo en cuenta a su vez cuales 
son los derechos que se vulneraron al momento en que se comete el supuesto 
acto delictivo y el grado de afectación. 
 
Todo ello a partir de la búsqueda de información que tenga relación con la 
prueba prohibida y la percusión penal, se analizara y determinara de acuerdo a 
las indagaciones, si realmente la prueba prohibida limita en el desarrollo de la 
persecución penal, o si es posible el uso de la prueba prohibida dentro del 
proceso penal, Cornell Law School (2020), indica que son una serie de 
procedimientos que aplica el Derecho Penal Sustantivo, ello respecto al proceso 
penal y la persecución. 
 
Los objetivos que se determinaron, fueron a partir de los problemas que fueron 
la base del presente trabajo, por lo que tenemos como Objetivo General, 
analizar como la exclusión de la prueba ilícita influye en la persecución penal, 
Arequipa, 2021, del cual se disgrega dos objetivos específicos, de los cuales, el 
primero es analizar de qué manera la obtención ilegal de la prueba se relaciona 
con definir hechos criminales, Arequipa, 2021, y el segundo objetivo específico 
es determinar de qué manera la violación de derechos fundamentales se 
relaciona con el grado de afectación social, Arequipa, 2021, ello a partir de la 
búsqueda de información de revistas indexadas, investigaciones científicas, 
tesis, y de más información que se considere necesaria para cumplir con la 












II. MARCO TEÓRICO 
Tomaremos en cuenta las fuentes recaudadas a nivel nacional para dar 
mayor sustento en el presente trabajo, las cuales son: 
 
Lengua y Ostolaza (2020). La tensión entre el concepto de graves violaciones 
de derechos humanos de la Corte Interamericana con el Derecho Penal, los 
actos como la tortura, desaparición forzada, ejecución extrajudicial, trata de 
personas, esclavitud y sus formas contemporáneas son graves vulneraciones a 
los derechos humanos, indican que no era de necesidad que aparezcan en 
violencia generalizada, sino que es suficiente identificar tres elementos, actos 
que afectan de manera directa la vida, integridad o libertad de sus víctimas, que 
es necesario el uso del derecho penal y que el hecho de que se prohíba ha 
adquirido carácter de Jus Cogens. 
 
A su vez Pacheco (2017). El cual pretendió demostrar que desde concepciones 
no positivistas y positivistas del derecho, es posible el desarrollo de las 
estrategias de exigibilidad de los Derechos Sociales, puesta se puede actuar 
al menos en la entrada, por la consagración de normativa de los mismos como 
tales derechos y principios, así también donde se realice cualquier desarrollo 
legal, en la interpretación inspirada en el Principio de Pro Homine, estará 
reflexivamente dirigida a dotal al derecho de que se trate de máxima efectividad. 
 
Debemos indicar que Iñiguez y Feijoó (2017), indicaron que, en el Perú, la 
prueba prohibida ha sido acogido por nuestro Tribunal Constitucional, mediante 
un concepto restringido respecto de su alcance, donde indica configurarse a 
partir de la vulneración de derechos fundamentales. Al mismo tiempo, indicaron 
que, respecto a la regla de exclusión de la prueba ilícita, el Perú se acogió al 
modelo Europeo-Continental, configurándose de ese modo como un derecho 
fundamental, pero ello de manera implícita, por lo que debería limitarse la 
admisión de dicha prueba ilícita de manera absoluta en el proceso. Pero 
indicaron al respecto que, observaron que, en comparación con lo señalado por 
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la teoría tradicional de nuestro país, la prueba ilícita sí es admitida por el juez y 
considerada para así tomar una decisión, tomando como bases esa prueba, aun 
cuando él juez no sea consciente del actuar de esa prueba. Indica a su vez que 
esto tiene como motivo un factor psicológico que tiene de nombre justicia 
motivada, el cual se muestra cuando los objetivos de justicia del juez se 
contraponen con aquello que le indica una aplicación estricta de la ley, pero más 
allá de actuar de acuerdo a lo establecido no actúa plenamente dentro de 
cualquiera de estos extremos, de esta manera el juez cursa un proceso de 
razonamiento motivado que permite que llegue a aquel resultado que prefiere, 
que aparentemente se encuentra dentro de los límites permitidos por la ley. 
Donde al respecto Law (2020), también refiere que existen excepciones a la 
regla para exclusión, respecto a la prohibición del uso en el juicio de evidencia 
obtenida de conformidad con un registro e incautación ilegal o vulneración de 
derechos fundamentales, como ejemplo se realiza de buena fe, existiendo otras 
razones a su vez, como es la ponderación de intereses. 
 
Así también, se recopilo información en el área internacional, que tiene 
relación con el tema de investigación del presente trabajo: 
 
Cortez - Monroy (2018), Indica respecto a la exclusión de la Prueba Ilícita, en 
el juicio oral, los que consideran que la prueba, que fue obtenida en una 
supuesta infracción de derechos fundamentales, fuera desestimada en la Etapa 
de Juicio Oral, aun así, haya sido admitida por el juez de garantía, tendrán que 
indicar las razone jurídicas o de cualquier otra índole los tribunales de juicio oral 
en lo penal, tendrán facultad de excluir en caso se desee que este acto subsista. 
Esta fue la principal idea del trabajo, la valoración negativa, es insostenible y 
solo promueve con generar confusión en el ámbito jurídico con relación del 
propósito de la prueba en los procesos judiciales. Si la finalidad es determinar 
reglas y prácticas procesales y probatorias es maximizar la probabilidad de 
obtener soluciones correctas. 
 
A su vez Uribe (2017), en su artículo Protección, limitación y vulneración del 
ejercicio de Derechos Fundamentales en la Persecución Penal, indica 
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objetivo que el control en el ejercicio de los derechos fundamentales, no genera 
consecuencias jurídicas. Si no más bien, la prohibición del ejercicio de los 
derechos fundamentales, contribuye a que se activen diversos mecanismos 
para salvaguardar el ejercicio de los derechos vulnerados. 
 
Sandoval (2017), en la investigación, Formas de autoría en la persecución de 
crímenes internacionales, indica como conclusión, la teoría de los aparatos 
organizados, es claro, se tiene elementos que se pueden apreciar en los grupos 
en estudio, y así es como la jurisprudencia nacional ha realizado, como estipulan 
las reglas de imputación penal en Colombia, aun no admite la autoría mediata 
de un autor para los crímenes generales, sin que el instrumento esté presente, 
responsable o no y menos admite su fungibilidad. Ahora bien, si se realizaron 
avances en algunos de los factores que se muestran a las estructuras 
organizadas de poder en Colombia, está pendiente aún su asunción completa. 
 
También desarrollaremos conceptos desde un enfoque Investigación Cualitativa 
que de acuerdo Hogan, Dolan y Donnellyes (2009), es un enfoque que se 
caracteriza, por tener varias fuentes de investigación, como son la sociedad, la 
cultura y a las personas en su comportamiento y palabras, haciendo un análisis 
y síntesis de ello, esta investigación, solo queda en palabras, como son lo que 
los investigados indican, lo escrito en los documentos de investigación, o lo que 
el investigador indica, las imágenes y el entorno observado. Con todo lo indicado 
anterior mente se busca llegar a la parte más importante de lo que conllevo a 
las decisiones, o elecciones, que se tomaron, y porque es que estas decisiones 
u opciones obtuvieron esa forma. Para el mejor entendimiento del desarrollo de 
la presente investigación, de acuerdo al orden, desde lo general a lo especifico. 
 
El termino Prueba Ilícita según Delgado (2016), tiene también los siguientes 
términos: prueba prohibida, prueba ilegal, prueba ilícita, prueba inconstitucional, 
prueba nula, prueba irregular, o prueba viciada, Pisfil (2018), también  nos indica 
que la única concordancia que tienen las resoluciones del Tribunal 
Constitucional y la Corte Suprema, en cuanto al termino de prueba ilícita es, 
principalmente hacer un análisis de si hubo o no vulneración de un derecho 
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fundamental, ya que no tienen un concepto uniforme, al respecto del término 
como concepto se debe precisar que existen un concepto amplio y un concepto 
restringido; donde respecto al concepto amplio nos indica Pariona (2018), que 
es la prueba que se obtiene vulnerando los derechos fundamentales y respecto 
el concepto restringido, se incorpora la violación del contenido esencial de los 
derechos fundamentales ello de acuerdo al Código Procesal Penal. 
 
Debe precisarse a su vez que como indican Apolinario y Valdivizo (2018), la 
actuación de las pruebas es realizada por el juez, con la atribución de declarar 
admisible o de rechazarla, teniendo en consideración y bajo su criterio las 
excepciones a la aplicación, de la regla de exclusión de la prueba ilícita 
desarrollada en el proceso penal. 
 
Ahora, respecto al Código Procesal Penal y el sentido restringido, que se 
menciona en el artículo VIII del Título Preliminar, Numeral 2, de la siguiente 
manera “Carece de efecto legal, las pruebas obtenidas, directa o 
indirectamente, con violación del contenido esencial de los derechos 
fundamentales de la persona”, a su vez se menciona en el artículo 159 del 
mismo “el juez no podrá utilizar, directa o indirectamente, las fuentes o medios 
de prueba obtenidos con vulneración del contenido esencial de los derechos 
fundamentales de la persona”. 
 
Ahora, de acuerdo a Castro (2020), el Ministerio Público es quien se encarga de 
promover la Acción Penal o Persecución Penal, sujetándose al Principio de 
Legalidad, donde sus efectos puede realizarlos de manera personal o puede 
delegar funciones a la policía, nos indica a su vez que, para la promoción de la 
acción penal, dispone la actuación de actos urgentes e inaplazables para 
determinar si procede o no. Ahora bien, el Ministerio Publico, es quien se 
encarga de toda la actividad de investigación, ya que es el conductor de la 
investigación. 
 
Acotando a lo anterior Burgos (2019), nos indica la Persecución Penal, se 
desarrolla con el propósito de acreditar un delito, con el propósito de aplicar una 
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sanción al autor, dicha persecución penal es responsabilidad del estado, que 
como facultad para dicha persecución es correspondiente al Ministerio Público 
con el afán como se dijo al principio de acreditar un delito. El delito de acuerdo 
a Marchu (2016), es un acto u omisión socialmente dañino, que viola los valores 
protegidos por un estado, concepto que tiene similitud con el que se aplica en 
nuestro país. 
 
Según indica la Obtención Ilegal de la Prueba, de acuerdo a Castillo (2016), 
para que se logre la obtención de una prueba ilícita, cuando los métodos para 
la obtención de los resultados para la obtención de una prueba se desarrollen 
con mecanismos que violan los derechos fundamentales, el uso de un método 
ilícito, y la obtención de un resultado que vulnera el contenido esencial.  
 
De acuerdo a Bernal (2018), indica que los Derechos Fundamentales, son un 
conjunto de normas de carácter fundamental, que están inmersas a 
interpretaciones de disposiciones de derecho fundamental, son derechos 
subjetivos, que contemplan propiedades específicas, algunas de estas 
disposiciones se encuentran también en otros tipos de derechos subjetivos. 
 
Nos indica Liakopoulos (2018), que solo las personas pueden ser responsables 
de hechos criminales, excluyendo de ello a las personas jurídicas, a razón de 
que es susceptible de sanción, los hechos criminales son de afectación social, 
el cual tiene una relación directa con el delito, de acuerdo a la tipificación que 
se le dé a cada supuesto. 
 
Ahora como último desarrollo de definiciones consideramos el grado de 
afectación social, el cual de acuerdo a Morales y Roux (2016), para determinar 
el grado de afectación social se parte de una línea de base, para la recopilación 
de información, de un determinado lugar, por medio de entrevista y del análisis, 
y la obtención de un resultado de las mismas en cuanto al cambio que haya 






3.1. Tipo y diseño de investigación: 
Tipo de Investigación. – Conocida a su vez de acuerdo a Escudero y Cortez 
(2017), como teórica o pura, esta investigación lo que realiza, es investigar los 
fundamentos teóricos y no lo práctico, el estudio de un problema con el objeto 
de lograr el conocimiento, es denominada como la investigación pura. El objetivo 
de acuerdo a Hakim (2020), es que, a partir de una hipótesis, se busca lograr 
nuevos conocimientos o modificar los principios teóricos y añadir más 
conocimientos científicos. 
 
A su vez la misma tiene como meta la obtención de leyes y principios básicos, 
también inmiscuirse de acuerdo a los conceptos que la ciencia brinda, 
considerando todo esto el principio o punto de partida de los fenómenos y 
hechos y para poderlos estudiar. 
 
Diseño de Investigación. - El enfoque de la investigación presente es el 
cualitativo, en la teoría fundamentada, ya que de acuerdo a García y Rodríguez 
(2019), la teoría fundamentada clásica, son un conjunto de hipótesis 
sistemáticamente generadas y de conceptos integrados, que generan una teoría 
inductiva acerca de un área sustantiva. 
 
Y la teoría fundamentada, tiene la intención de desarrollar lo necesario para 
desarrollar nuevas teorías, que estén basadas en la realidad, de la vida 
cotidiana; todo ello obtenido a partir de datos para la teoría fundamentada, para 
que, en el uso del método comparativo continuo, toda la información que se 
tenga pueda ser usada de manera sencilla del análisis, y no tener descripción 
detallada del proceso. 
 
Ahora bien, es crear teoría usando un enfoque inductivo. Siendo su objeto ser 





3.2. Categorías, Subcategorías y matriz de categorización 
apriorística. 
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3.3. Escenario de estudio. -  Se tomó en cuenta el escenario de estudio 
en las fiscalías especializadas de la Región de Arequipa, el cual tiene la 
característica de tener bastante actividad laboral y el de delitos especiales 
como su nombre lo indica; asimismo, así mismo contempla las fiscalías 
especializadas en crimen organizado, corrupción de funcionarios y lavado de 
activos. 
 
3.4. Participantes.- Debemos indicar que los participante de que son 
parte de este proyecto son magistrados del Ministerio Público, los cuales por 
su actividad laboral, son principales actores de la persecución penal, y además 
poseen una gran experiencia en el Derecho Penal y en el Código Procesal 
Penal, los cuales gracias a esas capacidades adquiridas podrán identificar e 
indicar los problemas que existen en el aspecto probatorio, para la persecución 
penal; de igual forma, los asistentes de función fiscal, quienes son los más 
cercanos a las actividades que se desarrollan en las carpetas fiscales, por lo 
tanto la persecución penal, a su vez son quienes se encargan de desarrollar los 
proyectos bajo la supervisión de los fiscales adjuntos y provinciales. 
 
Gracias a ello, podemos indicar que, los participantes que se toman en 
consideración son los siguientes: 
 





























































































Fuente: Elaboración propia. 
 
3.5. Técnicas e instrumentos de recolección de datos.- En la 
investigación de acuerdo a lo que refieren Useche, Artigas, Queipo, Perozo 
(2019), se procura recopilar información relevante y fidedigna para entender, 
verificar, corregir o aplicar dicha información acumulado del objeto de 
estudio, a su vez menciona también que los datos son producto del registro 
de respuestas, de testimonios o argumentos orales o escritos, de personas 
o de fuentes directas que se encuentran en contacto habitual con la variable 





Guía de entrevista. - Al respecto nos indica Troncoso y Amaya (2016), permite 
la asimilación de datos o información por medio de la interacción con el sujeto 
de estudio, respecto a la investigación. A su vez permite adquirir los aspectos 
cognoscitivos, la percepción de aspectos sociales o personales respecto a una 
determinada realidad. 
 
Guía de análisis documental. - Según Revilla (2020), el análisis documental, 
se caracteriza por tener un vínculo directo con la realidad, ello de acuerdo a 
fuentes secundarias, el método de investigación documental se utiliza, es así 
que se obtiene información de fuentes escritas o visuales que fueron 
desarrollados por investigadores o instituciones con propósitos diversos. 
 
3.6. Procedimiento. - Con la intención de lograr la información necesaria 
para el desarrollo de esta presente investigación, tuvimos que realizar 
gestiones con los fiscales adjuntos y el fiscal provincial, para de ese modo 
empezar a desarrollar las entrevistas pertinentes, del mismo modo, se hizo uso 
de material bibliográfico virtual y físico, ello con el fin de obtener artículos 
indexados, investigaciones científicas que nos permitan desarrollar de mejor 
manera el tema del presente trabajo. 
 
3.7. Rigor científico. -  En el campo cualitativo, la investigación se 
desarrolla de forma imparcial, ello respecto a las diversas teorías cognitivas y 
material que permite una investigación más consistente, el principio de la 
investigación, es el rigor siendo de este modo un aspecto realmente importante, 
con la finalidad que exista orden, un ámbito del sistema y la estructura del 
estudio y guía para concluir con un resultado final. 
 
Por último, se debe indicar que se valida el instrumento, que es la entrevista 
por tres asesores, dos de ellos asesores temáticos y un asesor metodólogo, 





TABLA 3. Validación de instrumentos 
Fuente: Elaboración propia. 
 
3.8. Método de análisis de datos. - Por medio del método de análisis de 
datos se adquiere información, y se organiza todo ello respecto al tema que se 
esté desarrollando; posteriormente o su finalidad es generar conclusiones a 
partir del análisis de lo investigado. 
 
Al respecto nos indica Rodríguez (2005), que hay tres etapas para el desarrollo 
del análisis de los resultados adquiridos, la primera, se trata de la sintetizar los 
datos, prosigue la intermedia la disposición y modificación de datos y por último 
la determinación de resultados para lograr las conclusiones al final. 
 
Respecto a lo señalado, se debe indicar que se debe como primer punto 
analizar y sintetizar la información, reduciendo la información a lo que para 
nuestro tema sea más importante, de acuerdo a nuestras necesidades, ello 
parar la obtención de mejores resultados en la investigación para que al final 
se pueda realizar las conclusiones apropiadas de acuerdo al proceso de la 
investigación.  
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Docente Escuela Derecho de la 
Universidad César Vallejo  
97% 
PROMEDIO 95.67 % 
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3.9. Aspectos éticos.- Al respecto se debe indicar que la presente 
investigación ha sido desarrollada de acuerdo a los formatos que la Universidad 
César Vallejo nos ha brindado, con información válida, lícita y confiable, que 
con la supervisión y gruía del docente asesor e realizó; por ello, es de 
importancia ética el desarrollo de esta investigación no vulnera ni infringe ley 
alguna, o a las buenas costumbres, que altere la el concepto que la sociedad 
tiene respecto al sistema de justicia en nuestro país, a su vez la presente 
investigación pasara por el Turniting, y el desarrollo de la investigación se 



























IV. RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
En lo siguiente, desarrollaremos los resultados que se generaron a partir de la 
guía de entrevistas, así como también se obtuvo en la guía de análisis 
documental. Y respecto a la guía de entrevista, los resultados que se 
obtuvieron fueron los siguientes: 
En cuanto se refiere al Objetivo General; Es analizar como la exclusión de la 
prueba ilícita influye en la persecución penal, Arequipa, 2021, la primera 
pregunta que se hizo fue: ¿Conoce usted algún caso en el que haya excluido 
prueba (s) por ser ilícitas y ello perjudicó la imputación? En caso sea positiva 
su respuesta indique por qué.  
Expertos que participaron; Astete (2021), Díaz (2021), Callisaya (2021), Bravo 
(2021) y Aquino (2021), se debe indicar que las respuestas a la primera 
pregunta fueron muy semejantes, pues al indicar que si conocían un caso 
donde se limita el uso de la prueba prohibida, indican que si perjudica la 
imputación, o a la acreditación del hecho punible, indicando a su vez que al 
excluirse prueba ilícita, se cuenta obviamente con menor cantidad probatoria o 
como es en el caso de los Petro audios, se excluye prueba fundamental, que 
claro esta se obtuvo vulnerando derechos fundamentales, pero los audios 
obtenidos en los (chuponeos), los cuales fueron prueba fundamental para 
identificar los presuntos actos de corrupción. 
En la valoración de los resultados, respecto a las respuestas se debe precisar 
que 5 de 6 de los trabajadores en el Ministerio Público, indicaron que, si 
conocen casos en los cuales se ha excluido prueba ilícita, y lo cual genero 
perjuicio en la imputación o en la acreditación del hecho punible, a partir de que 
se disminuye medios probatorios y porque en algunos casos era prueba 
fundamental en el proceso; uno de los seis entrevistados, Cjuro (2021), indico 
que desconocía caso alguno donde se haya excluido prueba ilícita, ello a partir 




Como segunda pregunta del Objetivo General, fue la siguiente; ¿Cree usted 
que la exclusión de la prueba prohibida, garantiza el derecho al debido proceso 
del acusado?, explique su respuesta, los entrevistados; Astete (2021), Díaz 
(2021), Cjuro (2021), Callisaya (2021), Bravo (2021) y Aquino (2021), en esta 
pregunta las respuestas de los encuestados tuvieron total concordancia, 
indicando que la exclusión de la prueba prohibida si garantiza el derecho al 
debido proceso del acusado, ello afirmado por unanimidad, así también se 
indica que el proceso penal debe garantizar el respeto de los derechos 
fundamentales y que el uso de pruebas que vulneraron el derecho fundamental 
del investigado, implicaría que ya no se trate de un proceso con todas sus 
garantías. 
Al respecto podemos observar que, el resultado de la pregunta numero dos 
seria que, en su totalidad están de acuerdo que, la exclusión de la prueba 
prohibida garantiza definitivamente el derecho al debido proceso del acusado, 
dejando claro que la garantía de la protección de los derechos fundamentales 
es importante, a su vez que el Principio de Licitud perteneciente a la prueba, 
requiere que sea una prueba licita tal como su nombre lo indica.  
Como tercera pregunta se planteó en razón del Objetivo General la siguiente; 
¿Considera que la exclusión de la prueba prohibida limita la potestad 
persecutoria del Estado? ¿Por qué?, como entrevistados tenemos a; Díaz 
(2021), Cjuro (2021), y Bravo (2021), al respecto en su mayoría las respuestas 
a esta pregunta fueron que efectivamente la exclusión de la prueba prohibida 
limita la potestad persecutoria del estado, ya que no son admitidas o valoradas 
y ello genera limitaciones, pero a su vez existe opinión en contra, que indica 
que no genera limitaciones en la persecución penal, la exclusión de la prueba 
prohibida, por existir otras posibilidades probatorias y a su vez porque el 
Ministerio Público como en cargado facultativo de la persecución penal debe 
actuar respetando los derechos fundamentales. 
En cuanto a la revisión de los resultados y su valoración se debe indicar que 
cuatro de seis de los entrevistados indican que la exclusión de la prueba 
prohibida, si limita la potestad persecutoria del Estado, claro esta que esta 
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potestad persecutoria es desarrollada por el Ministerio Público, generando que 
esta exclusión de la prueba prohibida, hace que no puede ser valorada o 
admitida en el proceso, y que estas pruebas excluidas muchas veces son las 
que tienen fuerza para lograr una sentencia. Y que dos de los seis entrevistados 
Aquino (2021), Callisaya (2021) y Astete (2021), indicaron que la exclusión de 
la prueba prohibida no limita la potestad persecutoria del Estado, a razón de 
que el Ministerio Público, es el titular de la acción penal y como tal tiene el deber 
de defender la legalidad y que para el desarrollo de la potestad persecutoria del 
estado, existe una gama de posibilidades, para acreditar un hecho punible 
existiendo incluso procesos especiales, pero estos procesos deben ser posibles 
dentro de un proceso constitucionalizado.  
Ahora pasaremos al desarrollo y análisis de las respuestas de las preguntas 
acerca del Objetivo Específico uno, que es el siguiente, Analizar de qué 
manera la obtención ilegal de la prueba se relaciona con definir hechos 
criminales, Arequipa, 2021, donde se desarrollaron tres preguntas: 
Es así, que se desarrolla la cuarta pregunta en el siguiente sentido: ¿Qué 
opina respecto de la admisión de prueba prohibida, bajo el Principio de Buena 
fe? Y ¿de qué manera aporta para acreditar el supuesto fáctico? 
Los entrevistados que se señalan a continuación; Astete (2021), Díaz (2021), 
Cjuro (2021), Callisaya (2021), Bravo (2021) y Aquino (2021), indicaron que no 
se podría admitir la prueba prohibida, generada bajo el Principio de Buena fe, 
indicando al respecto Callisaya (2021), que sí, la violación de un derecho 
fundamental, se ha efectuado sin intención, por error o ignorancia, ello no puede 
ser causal de validación, así mismo indica al respecto Astete (2021), que hablar 
de buena fe es demasiado subjetivo, el cual no sirve de parámetro para poder 
definir o lograr que una prueba obtenida de manera ilícita logre valor.  
Es así que en la pregunta número cuatro, El total de los entrevistados, seis de 
los seis entrevistados indican que la prueba ilegal obtenida bajo el Principio de 
Buena fe, no debe ser actuada en el proceso, puesto que, si se viola un derecho 
fundamental, bajo el pretexto de haberse cometido dicha violación sin intención, 
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error o ignorancia, no pueden ser causales de validación, y que al ser algo tan 
subjetivo, no puede ser parámetro suficiente para poder hacer que una prueba 
ilícita tenga valor probatorio so pretexto de la buena fe.  
Ahora en caso de la quinta pregunta que corresponde al Objetivo Específico 
primero que es; ¿Piensa usted que la impunidad, tiene como causa la 
deficiencia probatoria? Y ¿Cuáles serían las causas de la deficiencia 
probatoria?, los entrevistados; Astete (2021), Díaz (2021), Cjuro (2021), Bravo 
(2021) y Aquino (2021), indicaron al respecto, que si es una de las causas por 
las que la impunidad se presenta, pero a su vez indicaron que no era la única 
causa, pues existen otras causas como son el factor tiempo, por los cortos 
plazos para la investigación, impertinencia, inconducencia de los medios 
probatorios, así también como falta de recursos que el Estado brinda para la 
investigación y la carga que se tiene. Por otro lado, Calisaya (2021) indico que 
no considera que la deficiencia probatoria como supuesto de impunidad, de lo 
contrario cada vez que se dicte una sentencia absolutoria tendríamos que 
representarnos una idea de impunidad. Y que la deficiencia probatoria tiene 
muchas causas como son el errado planteamiento fijado por el Fiscal en la 
investigación, la falta de apoyo logístico para efectuar adecuadas pericias o la 
carencia de la voluntad de los testigos para coadyuvar con la labor persecutoria.  
Conforme a los resultados que se obtuvo de la quinta pregunta, cinco de seis 
entrevistados precisan que, si es una de las causas de la impunidad la 
deficiencia probatoria, pero existen otras causales que generan impunidad y 
son los cortos plazos para las investigaciones, la poca dotación de recursos 
que el estado otorga para los entes persecutores del delito, lo que como 
consecuencia genera carga procesal. Así también, uno de los seis 
entrevistados que fueron entrevistados indico que no considera que a 
consecuencia de la deficiencia probatoria genere impunidad, sino más bien en 
el caso de que la sentencia sea absolutoria, ahí es donde se presenta la idea 
de impunidad. Pero a su vez se refiere a la deficiencia probatoria y que tiene 
otras razones o causas como es el mal planteamiento realizado por el Fiscal en 
la investigación, en el caso de las pericias la falta de apoyo logístico o 
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simplemente por la falta de voluntad de los testigos en el apoyo para la 
persecución. 
A continuación, en referencia al Objetivo Específico uno, la sexta pregunta 
es la siguiente; ¿Cree usted que el uso del Principio de Proporcionalidad, sea 
necesario para determinar el uso de la prueba prohibida? ¿Por qué?, los 
especialistas; de acuerdo a Astete (2021), Bravo (2021) y Aquino (2021),si toda 
limitación de algún derecho para lograr la consecución de otro debe requerir un 
análisis ponderativo, y que dicho análisis debe ser realizado por el juez para 
amparar la medida y así evitar que una prueba pueda llegar a ser ilícita o 
prohibida. Al igual Cjuro (2021) y Díaz (2021) indica, que este principio permite 
evaluar el peso o la importancia de cada uno de los intereses en conflicto, 
tratando de buscar una solución armonizadora, una solución que optimice su 
realización en el caso concreto. Por su parte Callisaya (2021), indica que la 
utilización del mismo solo puede ser cuando se afectan derechos 
fundamentales de índole procesal.  
En este sentido los resultados de la sexta pregunta son los siguientes, seis de 
los seis entrevistados respondieron que sí, que el uso del Principio de 
Proporcionalidad, es necesario para determinar el uso de la prueba prohibida, 
indicando que su aplicación puede ser cuando se afecta derechos 
fundamentales de índole procesal, o que el Principio de Proporcionalidad 
permite evaluar el peso y la importancia de cada uno de los intereses en 
conflicto, tratando de buscar una solución armoniosa y teniendo en cuenta a la 
vez las graves afectaciones a la sociedad. 
Se desarrolló también el Objetivo Específico 2, el cual indica lo siguiente: 
Determinar de qué manera la violación de derechos fundamentales se relaciona 
con el grado de afectación social, Arequipa, 2021; del cual se desarrollaron tres 
preguntas, de los cuales como séptima pregunta en la entrevista fue la 
siguiente: ¿Considera usted que, en el análisis de admisión de prueba debe 
valorarse su capacidad de afectación a los derechos fundamentales de los 
investigados para el uso de prueba prohibida? ¿Por qué?  
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Los siguientes expertos; Astete (2021), Díaz (2021), Callisaya (2021), Bravo 
(2021) y Aquino (2021), mencionaron que sí, que para la admisión de la prueba 
debe valorarse su capacidad de afectación a los derechos fundamentales de 
los investigados para determinar el uso de la prueba prohibida, indicando a su 
vez que debería haber un nexo de causalidad entre la prueba prohibida y 
menoscabo del derecho fundamental, a su vez este control debe ser realizado 
por el Juez de Investigación Preparatoria, requiriéndose determinadas 
características a la prueba a admitirse dentro de las que se encuentra la 
conducencia, y por último se menciona el articulo VIII del Título Preliminar, del 
Código Procesal Penal, donde se menciona, que carece de efecto legal, toda 
prueba obtenida con violación del contenido de los derechos fundamentales, lo 
cual es un aspecto fundamental para determinar si estamos o no ante la 
presencia de una prueba prohibida. Por su parte Cjuro (2021), resalta la 
importancia de la tutela de derechos, antes de valorar la capacidad de 
afectación de los derechos fundamentales de los investigados. 
 
Teniendo como resultado de la séptima pregunta que cinco de seis 
entrevistados, señalan de manera contundente afirmando en el análisis de 
admisión de prueba debe valorarse la capacidad de afectación de la misma a 
los derechos fundamentales de los investigados, haciendo referencia que a 
partir de la lesión de un derecho fundamental en su contenido 
constitucionalmente protegido, que este control, es realizado de acuerdo al 
Código Procesal Penal por el Juez de Investigación Preparatoria, requiriendo 
ciertas características a la prueba a admitirse en la cuales se encuentra la 
conducencia, y por último se menciona el articulo VIII del Título Preliminar del 
Código Procesal Penal, que indica que la violación del contenido esencial de 
los derechos fundamentales al momento de la obtención de la prueba, indica 
ser aspecto primordial para identificar si nos encontramos ante una prueba 
prohibida. Y uno de seis de los entrevistados nos indicó que lo que existe es la 
institución de la tutela de derechos. 
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Como octava pregunta la cual es referido al Objetivo Específico Dos, es la 
siguiente; al colisionarse derechos fundamentales, ¿Cree usted que se debe 
proteger unos con mayor ponderación que otros? ¿Por qué?, los expertos; 
Astete (2021), Díaz (2021), Callisaya (2021), Cjuro (2021) Bravo (2021) y 
Aquino (2021), los expertos que participaron en la entrevista indicaron de similar 
manera que si existe colisión de derechos fundamentales, se debe proteger con 
mayor preferencia unos de otros, ya que en todo el ramillete de derechos 
existen generaciones diferenciadas por su importancia, (tiene diferente valor el 
derecho a la vida con el derecho al debido proceso), este juicio de ponderación 
se realiza de acuerdo al caso en concreto, pero sin que ello indique que se 
generaliza a todos los casos. Así también Callisaya (2021), hace una 
apreciación indicando que no es que uno tenga mayor valor al de otro, si no se 
refiere al grado de optimización que tenga en el caso en específico, ello de 
acuerdo al Tribunal Constitucional, “consiste en una ponderación entre el grado 
de realización u optimización del fin constitucional y la intensidad de la 
intervención en el derecho fundamental”.  
Es así que en los resultados podemos apreciar que todos los especialistas 
coinciden en que si existe colisión de derechos fundamentales, ciertos derechos 
se deberán proteger con mayor ponderación que otros, ello por la existencia de 
generaciones diferenciadas por su importancia de acuerdo al test de 
ponderación o al juicio de ponderación, donde se realiza una evaluación 
razonada en el caso concreto, sin que ello suponga un criterio generalizador 
presentado a todos los supuestos que pueda presentarse.  
Como última pregunta dentro de la encuesta se consideró la novena pregunta 
que corresponde al Objetivo Específico Dos, que es la siguiente; ¿Qué otros 
bienes jurídicos además de los derechos del imputado se deberían valorar al 
analizar la admisión la prueba ilícita?, los entrevistados; Astete (2021), Díaz 
(2021), Callisaya (2021), Cjuro (2021) Bravo (2021) y Aquino (2021), indicaron 
que debería existir otros bienes jurídicos que se deben proteger además del de 
los derechos del imputado, para valorar y analizar la admisión de la prueba 
ilícita, como es el interés del estado en perseguir un delito, como ejemplo al 
momento de cometer un delito de corrupción, debe prevalecer los derechos de 
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la comunidad frente a una afectación a la intimidad personal, así también el 
derecho a la vedad. 
El entrevistado Astete (2021), indico que realizar un análisis de admisión de 
prueba ilícita en base a la concurrencia de hechos difusos y generales, 
resultaría tener una concepción totalitaria de que el fin garantiza los medios, 
aspecto que no comparte, considera también que en el análisis de toda clase 
de pruebas se debe tomar en cuenta únicamente los derechos del investigado 
y el derecho a probar del Ministerio Publico, contrapuesto uno con otro nada 
más. 
Así también indica Callisaya (2021), los derechos del imputado no son solo los 
que expresamente se indican en el artículo 71 del Código Procesal Penal ya 
que ellos guardan correlato con el articulo 2 y el artículo 139 de la Constitución 
todos ellos con el afán de garantizar el respeto a la dignidad de la persona 
humana (artículo 1 de la Carta Magna).  
Es así que como últimos resultados de la entrevista correspondiente a la última 
pregunta, novena pregunta, cuatro de los seis especialistas indicaron que 
existen otros derechos o bienes jurídicos, que se deben tener en cuenta al 
momento de valorar al analizar la admisión de la prueba prohibida o ilícita, como 
es tener en cuenta el derecho a conocer la verdad, el interés del estado en 
perseguir el delito, así también la prevalencia de los intereses de la comunidad 
frente a una afectación a la intimidad personal, diferenciando de este modo el 
interés social del interés personal. Dos de los seis entrevistados indicaron, que 
las intenciones totalitarias de garantizar los medios no son aceptadas, que en 
el análisis de toda prueba se debe garantizar los derechos del investigado y el 
derecho de probar del Ministerio Público, y que el imputado posee mayores 
derechos que se encuentran estipulados en el Código Procesal Penal y 
Constitución, todos ellos orientados a garantizar el respeto a la dignidad de la 
persona humana. 
Se consideró también el instrumento guía de análisis documental, del cual se 
obtuvieron los resultados detallados a continuación: 
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Es así, que en razón del Objetivo General que es; analizar como la exclusión 
de la prueba ilícita influye en la Persecución Penal, Arequipa, 2021. Se hizo 
análisis de los documentos siguientes. 
Del primer artículo “Enumerando las causas de la impunidad. Reflexiones para 
iniciar una estrategia antimpunidad” realizado por Vásquez (2020), la 
investigación es responsabilidad del estado, ante ello el Ministerio Público de 
manera facultativa, se encarga de realizarla desarrollando de esta manera la 
persecución penal, con el propósito de que las personas sospechosas a partir 
de una hipótesis del fiscal, se formalice dicha investigación para que con la 
investigación preparatoria se complemente los medios probatorios necesarios, 
y que sea juzgado y condenado en su debido momento, donde de acuerdo a lo 
que indica, no solo se debe proteger los derechos del investigado, imputado o 
acusado sino también se debe garantizar a las víctimas recursos eficaces y la 
reparación de los perjuicios, de garantizar el derecho inalienable a conocer la 
verdad y de tomar todas las medidas necesarias para evitar la repetición de 
dichas violaciones de ninguna manera.  
Del artículo “La prueba ilícita de los particulares: de cargo y de descargo” el 
cual pertenece a Correa (2016), se pudo obtener que, la persecución penal se 
realiza por oficio de parte del estado, sin esperar que las partes impulsen de 
manera particular, siendo que es una potestad directamente del Ministerio 
Público, para iniciar con las investigaciones para la obtención de elementos de 
convicción de un posible acto delictivo. Al ser esto así debe entenderse también 
que se le debe brindar las herramientas necesarias para su óptimo desarrollo y 
cumplimiento con el objetivo del mismo, que es la obtención de los medios 
probatorios para una imputación objetiva. 
Y como último artículo “Estudio sobre la corrupción en América Latina”, 
Pastrana (2019), del cual se pudo hallar que, la existencia de otros delitos, 
realizan daños directos a la sociedad como es la corrupción, la cual se presenta 
también en nuestro país de manera frecuente, indica que esta corrupción crea 
consecuencias nocivas para la sociedad, en general para los países en 
Latinoamérica a nivel social, económico y político. Se debe tener en cuenta que 
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para generar la corrupción se sustituye el interés general público por el interés 
particular privado, al respecto se debe generar de manera necesaria ciertas 
facilidades para mitigar esta situación de corrupción de los cuales es necesario, 
que se implemente normas y formalizarlas en la sociedad. 
Es así que de lo analizado en este tipo de instrumento utilizado en relación al 
objetivo general, se determinó que el encargado de realizar la persecución 
penal de manera autónoma es el estado a través del Ministerio Público, y la 
característica primordial de la persecución es la investigación por medio del cual 
se buscara obtener medios probatorios para la imputación, siendo que las 
limitaciones en la investigación podrían generar impunidad, (prueba ilícita, su 
uso es limitado de acuerdo al Código Procesal Penal).   
Respecto al desarrollo del Objetivo Específico Uno, el cual es; Analizar de 
qué manera la obtención ilegal de la prueba, se relaciona con definir hechos 
criminales, Arequipa, 2021. Se hizo uso de tres fuentes documentales en su 
desarrollo. 
De acuerdo al artículo “La prueba ilícita en las diligencias limitativas de 
derechos fundamentales en el Proceso Penal Chileno. Algunos problemas” 
Ñañez (2017), se pudo apreciar que, en la doctrina y jurisprudencia nacional e 
inter nacional se encuentra y se habla de la aceptación de reglas de excepción 
a la expulsión probatoria, las concepciones denominadas bajo los Principios de 
Buena Fe, de la fuente independiente, del descubrimiento inevitable, del vínculo 
atenuado. Que hace opinión de que ninguna de ellas, tienen reconocimiento en 
el texto positivo, al igual que en nuestro sistema jurídico, puesto que por medio 
del articulo VIII del Código Procesal Penal, se prohíbe el uso de la prueba ilícita; 
sin embargo, gozan de considerable aceptación, de lo que se puede apreciar 
mediante jurisprudencia nacional, donde se permitió ciertas pruebas ilícitas bajo 
un principio.   
En relación al artículo “Prueba ilícita y regla de exclusión en materia penal” 
Medina (2017), se verifico y adquirió la información de que, el Pleno 
Jurisdiccional de Trujillo de 2004 en Perú, ha establecido, que se puede admitir 
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la doctrina del Principio de Ponderación de interés, aclarando que lo que se 
entiende al respecto es que el interés mayor prevalece ante el interés de menor 
relevancia. Aunque sabiendo de que las violaciones de derechos 
fundamentales, sea cual fuere, es grabe de por si pues como desenlace se 
genera la ilicitud de la prueba, es así que la figura cambia cuando se hace uso 
del Principio de Ponderación de interés de mayor intensidad, dando como 
ejemplo los bienes jurídicos concurrentes en la criminalidad organizada o en 
delitos que tiene una estructura compleja. 
Como ultima fuente el artículo, “Alcance y límites del Principio de Jerarquía. 
Criterios para jerarquizar derechos, valores, bienes y otros elementos” Riofrío 
(2020), aporto lo siguiente, que debe quedar claro que al final toda lesión a un 
derecho tiene como consecuencia también lesionar la dignidad humana. Lo cual 
viene a ser correcto pues tan igual que el hecho de lesionar levemente o 
gravemente a una persona. Se debe entender a la vez que la vulneración de 
derechos, no tiene la misma importancia pues es más grave quitarle la vida a 
una persona humana el cual protege el derecho a la vida, que el hecho de 
quitarle dinero a una persona, que estaría inmerso en el derecho de propiedad; 
por lo que a su vez se puede indicar que ambos actos se consideran de lesa 
humanidad, ya que de manera directa afectan los derechos de la persona, pero 
debe quedar claro que ambos no tienen el mismo peso. 
Al examinar y hacer análisis de los documentos antes mencionados mediante 
el instrumento de análisis documental, para el Objetivo Específico Uno, se pudo 
determinar que existen jerarquías entre los derechos que se puedan vulnerar y 
que de acuerdo a ello se debe determinar, cuál es el derecho más relevante, 
ahora bien la jurisprudencia nacional acepto el uso del Principio de Ponderación 
de derechos para la admisión de la prueba prohibida Trujillo (2014), y que 
además a nivel internacional de acuerdo a jurisprudencia nacional e inter 
nacional existe otros principios que permiten la incorporación de pruebas 
prohibidas dentro del proceso penal.  
En cuanto al Segundo Objetivo que es; Determinar de qué manera la violación 
de derechos fundamentales se relaciona con el grado de afectación social, 
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Arequipa, 2021. Se hizo uso de tres fuentes documentales que se detallan a 
continuación. 
Por medio del artículo “El juez modelo para la oralidad laboral” de Corpus 
(2013), nos detalla que el derecho a la verdad, justicia y reparación para el 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos, son de relevancia 
conformando una tríada, de mucha importancia, ya que los tres forman parte 
de un mismo núcleo esencial. Es así que la forma en que se los aprecia, genera 
en las victimas, agraviados garantías que realmente se requiere frente al estado 
y sus formas de actuar ello con el interés y el cumplimiento de los deberes que 
de manera internacional se brinda de protección y garantía. 
En cuanto al artículo “Digesto de jurisprudencia latinoamericana sobre 
derechos de las víctimas” de Medellín (2016), nos indica que como obligación 
el estado tiene el de investigar, procesar y castigar a quienes son responsables 
de efectuar violaciones masivas y sistemáticas de los derechos humanos, y que 
de acuerdo a ello se pueda exponer a las víctimas y a la sociedad todo aquello 
que materialmente pueda identificar sobre los hechos, entendiendo la 
referencia a las pruebas, que ayuden a determinar los hechos y las 
circunstancias de cómo se desarrollaron las violaciones de los derechos 
humanos.  
Por último, fue desarrollado el artículo “Más allá del Principio de 
Proporcionalidad” Ferreres-Comella (2020), quien indica que existe el Principio 
de Proporcionalidad, el cual permite a que órganos democráticos puedan 
derogar Derechos Constitucionales, ello bajo la condición de que el interés 
público sea necesario garantizar, es así que en este caso los legisladores 
puedan introducir a su vez en la Carta Magna, ciertos derechos que tienen 
apoyo popular y en protección del interés público. Siendo que la constitución 
también establece que se excluirá prueba, que se haya obtenido vulnerando 
derechos fundamentales. 
De lo que fue evaluado en el instrumento documental, para el desarrollo del 
Objetivo Específico Dos, que el derecho a la verdad, justicia y reparación, para 
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el Sistema Interamericano de Derechos Humanos conforman una tríada, brinda 
a las victimas garantías frente al su accionar, así también de que los estados 
están en la obligación de investigar procesar y sancionar a quien o quienes 
resulten ser responsables de violaciones masivas y sistemáticas de derechos 
humanos y fundamentales, así por ultimo bajo el Principio de Proporcionalidad 
los legisladores tienen la potestad de excluir derechos a nivel constitucional ello 
en garantía de los intereses públicos. 
Seguidamente, se realizará la discusión respecto al trabajo de investigación 
que se desarrolló. Debe quedar claro que, en esta parte del desarrollo del 
siguiente trabajo, no es el resultado de lo adquirido durante la investigación, en 
cambio es el juicio de valor que se acumula como consecuencia de la 
investigación del trabajo presente. 
De esta manera pasaremos a precisar la discusión obtenida a partir de la 
guía de entrevistas, primeramente, respecto al Objetivo General, que fue 
establecido de la siguiente manera:  
Seguidamente se va a exponer la discusión respecto de los resultados 
obtenidos en la Guía de entrevistas. En relación al Objetivo General: analizar 
como la exclusión de la prueba ilícita influye en la persecución penal, Arequipa, 
2021. 
En las entrevistas realizadas, instrumento que se usó para la recolección de 
información, la mitad de los que participaron indicaron que la exclusión de la 
prueba prohibida limitan la potestad persecutoria que el Ministerio Público tiene, 
ello a consecuencia de que la prueba prohibida, no puede ser admitida o 
valorada y en algunas circunstancias son pruebas tan necesarias en el proceso 
a razón de que son fundamentales para lograr una sentencia condenatoria (a 
favor del Ministerio Público, no solo toda prueba que puede haberse adquirido 
vulnerando algún derecho fundamental, sino también aquellas pruebas que 
deriven de una prueba que es considerada como prohibida, teniendo como 
referencia la Teoría del Fruto del Árbol Envenenado, afirman también que 
existen casos a nivel nacional en el que se excluyó prueba ilícita, poniendo 
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como ejemplo, el caso de los Petro-audios, donde se excluyeron pruebas, que 
se obtuvieron por medio de la interceptación de llamadas telefónicas, o dichas 
también chuponeos que se podían indicar como las pruebas fundamentales en 
el proceso para la imputación o acreditación de un hecho punible; lo que 
también es mencionado por Zevallos (2017), Prueba Prohibida: la discutida 
exclusión de los Petro audios, donde menciona que  los “Petro-audios” fueron 
obtenidos como lo indica el Código Procesal Penal, haciendo violación del 
contenido esencial de un derecho fundamental que es el secreto a las 
comunicaciones y la inviolabilidad de las comunicaciones, considerándose de 
ese modo dichas pruebas como pruebas ilícitas directas, y siendo excluida en 
el proceso. 
Se debe indicar también que la otra mitad de los especialistas, indico lo 
contrario, que la exclusión de la prueba prohibida no limita en ninguna medida 
la potestad persecutoria, ya que quien se encarga de la persecución penal, es 
el Ministerio Público y que como tal tiene la obligación de defender la legalidad, 
por lo que al momento de la obtención de la prueba no se debe vulnerar el 
mencionado principio, así también la fiscalía tiene muchas posibilidades para 
poder acreditar un hecho punible, pudiendo hacer uso también de 
procedimientos especiales como podrían ser agentes encubiertos, se puede 
intervenir llamadas telefónicas para poder tener dichas grabaciones como 
medios de prueba legales, pero ello se debe desarrollar dentro de un proceso 
constitucionalizado con la intervención y autorización del Juez encargado de la 
Investigación Preparatoria. Pero a la vez indican que la mayoría de esa mitad 
que participo en las entrevistas, que, si conocen casos donde se ha excluido 
prueba por ser ilícita, y que esto si perjudica con la acreditación de un hecho 
punible o con la persecución, ya sea porque la cantidad de pruebas disminuye 
o porque es una prueba considerada como fundamental dentro del proceso. 
Ahora refiriéndonos a la guía concerniente al análisis documental, se pudo 
adquirir información donde Correa (2016), en el artículo científico, “La prueba 
ilícita de los particulares: de cargo y de descargo”, indica que la persecución 
penal, esta netamente relacionada con las atribuciones que le pertenecen al 
estado, a través de las facultades que son innatas al Ministerio Público, 
30 
 
debiendo entender que quien se encarga de oficio de la persecución es el fiscal, 
sin que ningún agente externo tenga la necesidad de impulsarlo, es así que en 
quien recae la responsabilidad de la actuación probatoria para la acreditación 
del hecho punible es el Ministerio Público. De ello también Armenta (2007), en 
su artículo la verdad en el filo de la navaja (nuevas tendencias en materia de 
prueba ilícita), menciona que se tiene en juego derechos y libertades, el 
garantismo en contraposición de la impunidad, que el frecuente enfrentamiento, 
genera desequilibrio, que alcanzar una solución satisfactoria; ello en la lesión 
de un derecho de manera injusta del acusado o el uso ilegitimo en el proceso, 
a la par surge la protección de la víctima y el de la sociedad que debe aceptar 
el libre e impune desarrollo del delincuente en la sociedad. 
Así también debemos mencionar que en el artículo de Vásquez (2020), que 
titula, enumerando las causas de la impunidad. Reflexiones para iniciar una 
estrategia antimpunidad, se detalla lo siguiente, que de acuerdo a la 
Organización de las Naciones Unidas, la impunidad es una infracción a la 
obligación que todo estado tiene para investigar actos criminales, o también 
pudiendo manifestarse como persecución penal, y que a partir de ello se pueda 
realizar las medidas correspondientes en cuanto a los autores en la justicia, con 
el único afán de que personas que sean sospechosas de responsabilidad penal 
deban ser procesadas, juzgadas y condenadas, así también debe tenerse como 
factor importante la víctima y garantizarles recursos eficaces y que los perjuicios 
que a consecuencia de dicha violación de sus derechos sean reparados de 
algún modo, a su vez se debe garantizar el derecho a la verdad el cual es 
inalienable, de lo cual debe entenderse que en la persecución penal se debe 
buscar las pruebas necesarias, para la acreditación de un hecho punible y a la 
vez la incriminación. 
Ello también es mencionado por Pastrana (2019), en el artículo sobre el estudio 
sobre la corrupción en América Latina, en el cual se aprecia que la corrupción, 
bajo diversos estudios evidencian, que genera consecuencias nocivas en el 
ámbito social, ello por la principal razón de que el interés particular sustituye el 
interés público a la hora de hacer uso de la corrupción, para lo cual se sugiere 
la implementación de normas para contrarrestarlo, Culqui (2016), en su tesis la 
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prueba ilícita y sus efectos en el debido proceso en juzgados penales de 
Moyobamba 2011-2016, en el caso de corrupción y el impulso de la 
averiguación y de más asuntos complejos han determinado el estudio procesal 
y dogmático, de los postulados que determinan la validez y si la prueba ilícita 
es útil, lo que se ha demostrado que en nuestro país, como consecuencia de la 
dificultad social, como es en el caso del gobierno de Alberto Fujimori, donde 
gracias a los Bladivideos, se logró apreciar la corrupción, y además se logró 
imponer sanciones a las graves violaciones de lesa humanidad, donde fue 
necesario el uso de prueba ilícita, pues era prueba de vital importancia para el 
caso en particular y su incriminación; lo cual crea un vínculo estrecho entre la 
prueba prohibida y la persecución penal, por ser primordial la búsqueda de 
pruebas en la Etapa de Investigación Preliminar y Preparatoria, que 
corresponden a la persecución penal. 
Es de este modo que se ha podido demostrar de acuerdo a los resultados; que, 
si influye en la labor del Ministerio Público, que es la persecución penal, la 
exclusión de la prueba ilícita, ello debemos indicar de acuerdo a casos 
concretos, y que a su vez existen otras razones que también influyen en la 
persecución penal. 
Ahora refiriéndonos al Objetivo Específico Uno, el cual es: Analizar de qué 
manera la obtención ilegal de la prueba se relaciona con definir hechos 
criminales, Arequipa, 2021. 
Respecto al instrumento aplicado, que es la guía de entrevista, se pudo 
observar que todos los especialistas dieron a conocer que la obtención ilegal 
de la prueba tiene vínculo con los hechos criminales, pues indicaron respecto 
al test de proporcionalidad, que es necesario la aplicación para determinar el 
uso de la prueba prohibida, ya que este test permite evaluar el peso que tiene 
cada uno de los intereses en conflicto, ello de acuerdo al caso en concreto, a 
su vez que del mismo se habla doctrinariamente y en jurisprudencia nacional e 
internacional, ahora también indica la mitad de los entrevistados que como 
causa para la impunidad, se tiene a la deficiencia probatoria, y que el uso del 
test de proporcionalidad, solo puede ser realizado ante derechos 
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fundamentales procesales. A su vez el otro 50% de los especialistas indican 
que las causas de la deficiencia probatoria no son precisamente la deficiencia 
probatoria. 
Al respecto Gabriel (2012), en su artículo titulado “La regla de exclusión de la 
prueba prohibida en la jurisprudencia internacional sobre derechos humanos: 
el caso de la tortura y el juicio de ponderación”, menciona que para la aplicación 
de la prueba ilícita, la aceptación de que derechos no solo se encuentran en 
reglas sino también en principios y que por esa razón se pueden presentar n el 
mismo nivel de importancia que valores o intereses públicos, así como la 
seguridad y la persecución penal, genera la existencia indudable de conflicto 
entre ellos, por ello es que se desarrolla el juicio de ponderación. 
Del mismo modo una parte mínima de los especialistas indica que el test de 
proporcionalidad no debe servir para amparar o validar irregularidades y 
arbitrariedades como el uso de la prueba prohibida, mostrando así su negación 
respecto al uso de toda prueba prohibida. 
En relación a la guía de análisis documental, de acuerdo a lo mencionado en 
artículo por Ñañez (2017), en la prueba ilícita en las diligencias limitativas de 
derechos fundamentales en el proceso penal chileno. Algunos problemas, tiene 
vínculo con indicado por los entrevistados, pues menciona que existen reglas 
de excepción a la prohibición del uso de la prueba ilícita a nivel jurisprudencial 
y doctrinal, como son bajo los Principios de Buena Fe, de la fuente 
independiente, del descubrimiento inevitable, del vínculo atenuado, bajo el 
Principio de Ponderación etc., a su vez aclara que ninguno de ellos está 
configurado en el texto positivo, es así que para casos específicos está 
permitido el uso de pruebas prohibidas a nivel internacional, y de acuerdo a 
jurisprudencia a nivel nacional también, y como es el caso del test de 
ponderación que menciona la afectación social como uno de los factores. A lo 
que en su artículo Portocarrero (2017) refiere que la ponderación no solo su 
finalidad es valorar el conflicto con los derechos individuales de rango 
fundamental, añadido a ello tiene la función de valorar los derechos sociales 
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fundamentales y lo que se refiere también a los bienes colectivos de rango 
constitucional. 
Así también en la guía de análisis documental, de acuerdo al artículo de Medina 
(2017), Prueba ilícita y regla de exclusión en materia penal. Análisis teórico-
práctico en derecho comparado, en el cual se concuerda a partir de un previo 
análisis también del Pleno Jurisdiccional de Trujillo de 2004, el cual refiere que 
se admite la doctrina que indica la ponderación de intereses, debiendo 
entenderse que hay intereses de mayor prevalencia sobre otro de menor 
interés, siendo que en este aspecto aunque se considere como prueba ilícita, 
si se somete a la ponderación de intereses, ello podría darse en los casos 
donde se presenta la criminalidad organizada o casos en los que la estructura 
sea compleja, es así que por un lado se presenta la obtención ilegal de la 
prueba generando de ese modo  prueba prohibida y por otro lado la valoración 
de los hechos criminales, se debe indicar que tiene la misma percepción de los 
especialistas en cuanto a la relación que existe entre ambas. 
En la guía de análisis documental de Riofrío (2020), denominado alcance y 
límites del principio de jerarquía. Criterios para jerarquizar derechos, valores, 
bienes y otros elementos, también se aprecia valoración semejante entre esta 
relación, que por un lado se tiene de la prueba prohibida y de hechos criminales, 
pues indica que mientras exista la vulneración del derecho, esta tendrá que ver 
a su vez con lesionar la dignidad humana. Pero debe tenerse en cuenta de que 
se encuentran ciertos criterios para determinar la gravedad y la relevancia para 
el derecho una sobre otra, entendiendo que el derecho a la vida es mucho más 
grave que el derecho de propiedad, basándonos al caso concreto en que se le 
quite la vida a una persona y en otros supuesto en el que se le quite un dólar a 
otra; si puede indicar que ambos son de lesa humanidad, pero no tienen el 
mismo valor por el hecho de que se haya transgredido derechos vinculados a 
la persona. Al respecto también en la tesis de Jaramillo y Estrada (2012), se 
puede apreciar que indica la existencia de ciertos principios de acuerdo a la 
doctrina inter nacional, para valorar la prueba ilícita, de los cuales está el 
Principio de la búsqueda de la verdad procesal y la justicia como fin de todo 
proceso, el Principio de la autonomía de las normas procesales respecto de los 
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materiales, el carácter metajurídico de la prueba, y demás que pretenden hacer 
conocer que existe en la obtención ilegal de la prueba, cercana o lejana 
vinculación con los hechos materia de investigación. 
De este modo apoyados en lo antes precisado se tiene como resultado que muy 
a pesar de que la menor parte de los especialistas consideran que la obtención 
ilegal de la prueba no es necesaria para definir hechos criminales y que gracias 
al sus facultades de persecución penal pueden hacer uso de otros métodos, la 
otra mitad  indica que si existe vinculo o relación para la determinación de si el 
uso de la prueba ilícita debe ser permitido o no de acuerdo al caso en concreto 
y los derechos fundamentales vulnerados, además de las funciones que tiene 
el estado en cuanto a la protección del agraviado y de la persecución, 
juzgamiento y sanción del criminal. 
Y como último objetivo el Objetivo Específico Dos: Determinar de qué manera 
la violación de derechos fundamentales, se relaciona con el grado de afectación 
social, Arequipa, 2021. 
En referencia a la guía de entrevistas, se debe indicar que la mayoría de los 
entrevistados indican que, para hablarse de prueba prohibida, en la actividad 
probatoria, es el resultado de lesionar un derecho fundamental o como nuestro 
código procesal lo dice de vulnerar un aspecto esencial de los derechos 
fundamentales, así también que los derechos vulnerados, para el caso del uso 
de la prueba prohibida, se debe ponderar por medio del cual se le dé más valor 
a ciertos derechos que a otros, pues de acuerdo a las generaciones por la 
importancia de los derechos, el derecho al debido proceso no es igual al 
derecho a la vida, así también un aspecto importante a valorar es que en los 
delitos de corrupción lo que debe prevalecer son los intereses de la comunidad 
eso frente a la violación de la intimidad personal. Ello con relación a lo también 
señalado por Pastrana (2019), mencionado con anterioridad, donde indica que 
la corrupción se desarrolla con la consecuencia de amenazar los principios y 
régimen democrático, ya que como principal razón tiene el remplazar los 
intereses generales por los privados y que ello socaba el estado derecho y 
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corrompe la esencia de lo que es la igualdad, justicia y transparencia en el 
estado. 
Del mismo modo uno de los ya nombrados en el desarrollo de esta investigación 
que es Pisfil (2018), indica que para la ponderación a su vez se debe considerar 
la intensidad de la infracción, la cantidad de invasión, la conciencia de la 
violación y si se excluye la prueba el daño que esta acción traiga como 
repercusión. 
Aun que a su vez una pequeña parte indica de manera clara que no se debe 
tener una concepción totalitaria al momento de garantizar los medios, ello 
referido de la adquisición de pruebas, y que para el análisis de toda prueba se 
debe depender únicamente los derechos del investigado con el derecho de 
probar que el Ministerio Público posee, en pro de un estado garantista. 
Así también de acuerdo al Proyecto de Ley N° 4844/2015-CR, requieren 
promulgar ley que permita la admisión de prueba prohibida en casos de 
corrupción de funcionarios públicos, indicando también de manera clara que 
una de las principales valoraciones para la admisión de las mismas debiera ser 
a partir de un interés público, y en especial cuando sean pertinentes en el 
desarrollo de un delito en contra de la administración pública, el cual en su 
sustento menciona el caso Petro-audios, que es un caso mediático. 
Respecto a la guía de análisis documental desarrollado, en el artículo realizado 
por Sanchez y Saraza (2018), el desarrollo de los derechos a la verdad, la 
justicia y la reparación en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos y 
su influencia en el ordenamiento jurídico colombiano, donde indica y hace 
referencia al derecho a la verdad, justicia reparación, lo cual fue indicado según 
nos indica el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, ello relacionada 
con un aspecto de nuestro objetivo que es la violación de derechos 
fundamentales, ahora bien esta triada de derechos mencionada por Sistema 
Interamericano, busca brindar a las víctimas en cumplimiento de sus deberes 
de protección y garantía, busca brindar garantías reales en relación a la 
actuación del estado ante la vulneración de derechos. 
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Se desarrolló también el análisis en la guía de entrevistas el articulo 
denominado, digesto de jurisprudencia latinoamericana sobre derechos de las 
víctimas, por Medellín (2016), quien indica que el estado por sus características, 
tiene la obligación de investigar, iniciar proceso y sancionar a los responsables 
o quienes se consideren responsables de desarrollar violaciones de derechos 
humanos de manera masiva y sistemáticas y que de las mismas actuaciones 
tenga conocimiento la víctima y la sociedad, ello con relación a lo que la doctrina 
de ponderación de intereses, largamente desarrollado también sustenta, y que 
de manera muy específica la corrupción generas violación de derechos de 
interés de la comunidad.  
Por ultimo en cuanto al artículo desarrollado por Ferreres-Comella (2020), que 
como título lleva, más allá del Principio de Proporcionalidad, nuevamente se 
toca el tema de la proporcionalidad, donde indica que el legislador, puede 
excluir derechos constitucionales prima facie, ello con el afán de proteger las 
garantías de interés pública, ante el particular, así también al respecto en su 
artículo Asensio (2013), indica que la constitución aunque de manera directa no 
se indique la prohibición de la prueba prohibida, la propia eficacia de los 
derechos exige de manera tasita esa consecuencia. 
Al término del análisis, y los resultados obtenidos se debe indicar que la 
violación de derechos fundamentales, en casos específicos que como ejemplo 
se tiene la corrupción, se presenta vulnerando los intereses de la comunidad, 
es así que en la violación de derechos fundamentales también se puede 
generar una afectación social, así como particular. Respecto a la valoración de 
la prueba prohibida a partir de la violación del interés social gracias al juicio de 
ponderación de los derechos, que permite la valoración de intensidad de la 
infracción, la cantidad de invasión, la conciencia de la violación y cuál sería el 
daño que se ocasionaría en caso se excluya esa determinada prueba, debiendo 
quedar claro que el caso en particular permitirá que se identifiquen estas 




V. CONCLUSIONES  
 
1. Se concluyó que, la prueba ilícita es favorable para la persecución penal en 
casos específicos, ello por el hecho de que la prueba que se pretende excluir o 
se declara inadmisible, es una prueba fundamental para la imputación, porque 
el uso de esta prueba ilícita permitirá proteger un derecho de mayor valor de 
acuerdo al Principio de Ponderación, ello a su vez permitirá perseguir el delito 
con el interés de lograr resguardar el derecho a la verdad; teniendo en cuenta 
que no solo se excluye la prueba ilícita, sino también las que deriven de ella, 
ello de acuerdo la Teoría del Fruto del Árbol Prohibido.  
 
2. Se concluyó que, la obtención ilegal y la incorporación de la prueba en el 
proceso es favorable para la atribución de hechos criminales, del modo que al 
momento de actuar una prueba que se obtuvo con vulneración de derechos 
fundamentales, nos permite emplearla como prueba relevante para la 
incriminación, en el cual se vulnero un derecho con mayor importancia que el 
que se vulnero al momento de la obtención de la prueba.  
 
3. Se concluyó que, las violaciones de derechos fundamentales tienen relación 
con el grado de afectación social, ya que ciertos delitos generan una afectación 
social, teniendo en cuenta que en primer momento se debe hacer una 
valoración de los derechos fundamentales afectados por medio del Principio de 
Ponderación, se debe tener en cuenta también cual es el sector afectado, 
siendo que la afectación personal, no es igual que el de los intereses colectivos, 













1. Se recomienda que se haga uso de la inclusión de una prueba prohibida, en 
última instancia, debiendo ser vigilantes en todo momento, que la obtención y 
la incorporación de medios probatorios en un proceso penal, sea bajo las 
disposiciones establecidas en la norma procesal y en respeto irrestricto de los 
derechos fundamentales y las garantías constitucionales, en veneficio de la 
Persecución Penal. 
  
2. Se recomienda, se realice el ejercicio de ponderación en cada caso en 
específico, ello a fin de garantizar la no vulneración de derechos 
fundamentales, sin un fin de mayor valor.   
 
3. Se recomienda, se realice actuación de la prueba prohibida en última 
instancia, ello con la ponderación de derechos fundamentales y la valoración 
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ANEXO 5:  
VALIDACIÓN DEL INSTRUMENTO 
I. DATOS GENERALES 
1.1 Apellidos y Nombres: Aceto Luca 
1.2 Cargo e institución donde labora: Docente - UCV 
1.3 Nombre del instrumento motivo de evaluación: Guía de 
entrevista 
1.4 Autor(a) del Instrumento: 
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III. OPINIÓN DE APLICABILIDAD  
- El Instrumento cumple con los  
 
Requisitos para su aplicación 
- El Instrumento no cumple con  
 
Los requisitos para su aplicación 








  VALIDACIÓN DEL INSTRUMENTO 
I. DATOS GENERALES 
1.1 Apellidos y Nombres: Gamarra Ramón José Carlos 
1.2 Cargo e institución donde labora: Docente - UCV 
1.3 Nombre del instrumento motivo de evaluación: Guía de 
entrevista 
1.4 Autor(a) del Instrumento: 
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III. OPINIÓN DE APLICABILIDAD  
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El Instrumento no cumple con  
 
Los requisitos para su aplicación 










INSTRUMENTO DE INVESTIGACIÓN 
 
VALIDACIÓN DEL INSTRUMENTO 
I. DATOS GENERALES 
1.1 Apellidos y Nombres: MOGOLLON LONGA JOHNNY WILLIAM 
1.2 Cargo e institución donde labora: DOCENTE ESCUELA DERECHO 
UCV 
1.3 Nombre del instrumento motivo de evaluación: Guía de 
entrevista 
1.4 Autor(as) del Instrumento: 
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ANEXO 6:  
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Enumerando las 

















La impunidad constituye 
una infracción de las 
obligaciones que tienen los 
Estados de investigar las 
violaciones, adoptar 
medidas apropiadas 
respecto de sus autores, 
especialmente en la esfera 
de la justicia, para que las 
personas sospechosas de 
responsabilidad penal sean 
procesadas, juzgadas y 
condenadas a penas 
apropiadas, de garantizar a 
las víctimas recursos 
eficaces y la reparación de 
los perjuicios sufridos, de 
garantizar el derecho 
inalienable a conocer la 
verdad y de tomar todas las 
medidas necesarias para 
evitar la repetición de 
dichas violaciones (ONU, 
2005, p. 7). 
La responsabilidad del 
estado es investigar 
(Ministerio Público) 
investigación preliminar 
y preparatoria, adoptar 
medidas apropiadas 
respecto de sus autores, 
para que las personas 
sospechosas de 
responsabilidad penal, 
en especial en la esfera 
judicial, para que sean 
procesadas, juzgadas y 
condenadas con penas 
apropiadas, siendo que 
la impunidad es una 
infracción de las 
obligaciones que posee 
el estado; a su vez debe 
garantizar recursos 
eficaces a las víctimas y 
que si se sufrido 
perjuicios sean 
reparados, a su vez se 
debe garantizar el 
derecho inalienable a 
conocer la verdad y que 
las violaciones a los 
derechos no se deban 
volver a repetir. 
Al respecto se debe indicar que la 
responsabilidad de la investigación 
es del estado por medio de la fiscalía 
(persecución penal), con el 
propósito de que las personas 
sospechosas a partir de una 
hipótesis del fiscal, pueda formalizar 
dicha investigación, y que sea 
juzgado y condenado en su debido 
momento, pues el estado debe 
garantizar los derechos no solo del 
acusado, sino también de la víctima 
buscando que se pueda reparar los 
perjuicios sufridos, de proteger su 
derecho a la verdad. 
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La prueba ilícita de los 









la persecución penal 
oficial o simplemente 
de la oficialidad. Éste 
reza que el Estado 
debe perseguir los 
delitos de oficio de 
manera independiente 
del deseo del ofendido 
o de algún tercero y sin 
esperar acción alguna 
de parte de éstos. Este 
principio está asociado 
a la idea del monopolio 
estatal en el ejercicio 
de la acción penal, 
concepto bajo el cual 
subyace la convicción 
de que lo que en 
realidad se juega la 
sociedad en el proceso 
penal es su legitimidad 
como método de 
organización 
comunitaria. 
En referencia a la 
persecución penal, se 
debe entender que el 
estado se encarga de la 
persecución penal de 
oficio y sin que la parte, 
o el ofendido tenga que 
requerirlo, por lo que se 
debe entender que es 
responsabilidad 
absoluta del estado. Por 
lo que da a entender que 
lo que en realidad se 
juega la sociedad en el 
proceso penal es su 
legitimidad como 
método de organización 
comunitaria. 
La persecución penal se realiza 
por oficio de parte del estado, 
siendo que es una potestad 
directamente del Ministerio 
Público para iniciar con las 
investigaciones de un posible 
delito. Al ser esto así debe 
entenderse también que se le 
debe brindar las herramientas 
necesarias para su óptimo 
desarrollo y cumplimiento con 
el objetivo del mismo. 
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Diversos estudios han 
comprobado que la 
corrupción tiene 
consecuencias nocivas en 
los ámbitos social, 
económico y político. La 
corrupción se presenta como 
una amenaza a los principios 
y valores del régimen 
democrático, dado que 
sustituye el interés general 
(público) por el particular 
(privado), lo cual socava el 
estado de derecho y 
corrompe las nociones de 
igualdad, justicia y 
transparencia, al tiempo que 
destruye las instituciones y 
deteriora el sistema 
democrático. 
sugiere dos de ellas para 
reducir los niveles de 
corrupción: establecer 
instituciones de calidad, e 
implementar políticas 
públicas que eliminen los 
incentivos para realizar actos 
corruptos. La literatura sobre 
el combate a la corrupción 
también sugiere que se 
implementen normas y 
formalizarlas en la sociedad. 
La corrupción tiene 
como consecuencia el 
daño directo en la 
sociedad, económico y 
político. A raíz de que 
como indica se remplaza 
el interés general público 
por el interés particular o 
privado, vulnerando de 
este modo el estado de 
derecho y corrompe a su 
vez las nociones de 
igualdad, justicia y 
transparencia, para 
afrontar este problema 
se debe hacer ciertos 
cambios como son 
establecer instituciones 
de calidad e implementar 
políticas públicas que 
eliminen los incentivos 
para realizar actos 
corruptos, a su vez se 
recomienda también que 
se debe implementar 
normas y formalizarlas 
en la sociedad. 
Otros delitos que realizan 
daños directos a la sociedad es 
la corrupción, la cual es 
característica notoria de 
nuestro país, esta corrupción 
crea consecuencias nocivas 
para la sociedad, para nuestro 
grupo social, económico y 
político. Se debe tener en 
cuenta que para generar la 
corrupción se sustituye el 
interés general público por el 
interés particular privado, al 
respecto la actuación pública 
debe ser la siguiente, que se 
implemente normas y 
formalizarlas en la sociedad. 
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La prueba ilícita en las 
diligencias limitativas de 
derechos fundamentales 










Se habla y se acepta 
generalmente como 
reglas de excepción a 
la expulsión probatoria, 
las concepciones 
denominadas como de 
buena fe, de la fuente 
independiente, del 
descubrimiento 
inevitable, del vínculo 
atenuado, etc. Ninguna 
de ellas, por cierto, 
tienen reconocimiento 
en el texto positivo; sin 
embargo, gozan de 
considerable 
aceptación por razones 
cuya exposición excede 
al objetivo de este 
trabajo. 
En la normativa penal 
como es el código 
procesal penal y la 
Constitución se estipula 
que las pruebas ilícitas 
no son permitidas, sin 
embargo, existe en la 
doctrina y jurisprudencia 
reglas de excepción a la 
exclusión probatoria, las 
concepciones como 
denominadas de buena 
fe, de la fuente 
independiente, del 
descubrimiento 
inevitable, del vínculo 
atenuado, etc. Las cuales 
gozan de considerable 
aceptación.  
Jurisprudencia nacional a 
referido a aceptación de ciertas 
pruebas prohibidas, mientras 
que los textos positivos limitan el 
uso de toda prueba ilícita, 
poniendo limitaciones a las 
excepciones de la exclusión de 
las pruebas prohibidas. A su vez 
limitando el desarrollo de las 
investigaciones al nosotros 
aplicar la teoría del fruto del 
árbol prohibido. 
Objetivo específico 1: Analizar de qué manera la obtención ilegal de la prueba, 
se relaciona con definir hechos criminales, Arequipa 2021. 
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Prueba ilícita y regla de 
exclusión en materia 
penal. 
Análisis teórico-práctico 







Al respecto el Pleno 
Jurisdiccional de 
Trujillo de 2004 en 
Perú estableció: 
“Admitir la doctrina de 
la ponderación de 
intereses, entendiendo 
que un interés mayor 
prevalece sobre un 
interés menor. Y si 
bien, toda violación a 
derechos 
fundamentales, por si 
ya es grave y acarrea 
la ilicitud de la prueba, 
el asunto cambia si lo 
sometemos a la 
ponderación de 
intereses de mayor 
intensidad, como los 
que se valoran cuando 
de por medio están los 
bienes jurídicos 
concurrentes en la 
criminalidad 
organizada o en delitos 
de estructura 
compleja”. 
Por medio de 
jurisprudencia se admite 
el uso de del principio de 
ponderación de 
intereses, tomándose 
como concepto de ello 
que un interés mayor 
prevalece sobre un 
interés menor. Y aunque 
sabeos que toda 
violación a derechos 
fundamentales es grave 
y con ello lleva a la 
ilicitud de la prueba, esto 
cambia cuando se 
practica el principio de 
ponderación de 
intereses de mayor 
intensidad.  
Ello de acuerdo a 
jurisprudencia de Trujillo 
2004. 
La aceptación del principio de 
ponderación de intereses ya 
existe por medio de 
jurisprudencia nacional, para la 
exclusión a la regla de la 
prohibición de la prueba ilícita, 
dando a entender que hay 
circunstancias en las que se 
puede hacer uso de la prueba 
ilícita aun así la ley no lo 
permita. (un interés mayor 
prevalece sobre un interés 
menor). 
Objetivo específico 1: Analizar de qué manera la obtención ilegal de la prueba, 
se relaciona con definir hechos criminales, Arequipa 2021. 
Título: Exclusión de la Prueba Ilícita y la Persecución Penal. 
85 
 
GUÍA DE ANÁLISIS DE FUENTE DOCUMENTAL 
 
 
AUTORES : Cesar Carrillo Cotacallapa   y Jean Carlo Gallegos Mendoza 















Alcance y límites del 
principio de jerarquía. 
Criterios para 
jerarquizar derechos, 
valores, bienes y otros 








Toda lesión de un 
derecho implica 
siempre una lesión de 
la dignidad humana. 
Esto es cierto, tanto 
como que cabe 
lesionar leve o 
gravemente a una 
persona. Quitarle la 
vida a una persona 
(derecho a la vida) es 
más grave que quitarle 
un dólar (derecho de 
propiedad); si se 
quiere, ambos actos 
son de lesa humanidad 
porque transgreden 
derechos vinculados a 
la persona, pero no 
tienen el mismo peso. 
La dignidad humana 
contempla todos los 
derechos inherentes a 
ser humano, pero a su 
vez es cierto también 
que se lesiona leve o 
gravemente a una 
persona. Ya que, si se 
pone a comparar ciertos 
derechos, quitarle la vida 
a una persona (derecho 
a la vida) es más grave 
que quitarle un dólar 
(derecho a la propiedad); 
se podría indicar que 
incluso ambos derechos 
podrían ser de lesa 
humanidad por que 
transgreden derechos 
vinculados a la persona, 
pero respecto al valor 
que ellas tienen no es 
igual. 
Se debe entender que los 
derechos de las personas no 
son iguales, no pueden sr 
tratados de la misma manera ya 
que por más que se lesione la 
dignidad humana, pues ciertos 
derechos priman sobre otros y 
a la hora de la investigación se 
debería realizar estas 
valoraciones para una 
actuación probatoria y a la vez 
en el control de acusación en la 
valoración de prueba ilícita. 
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Sanchez y Saraza 
(2018). 
El desarrollo de los 
derechos a la verdad, la 
justicia y la reparación 
en el Sistema 
Interamericano de 
Derechos Humanos y 
su influencia en el 
ordenamiento jurídico 
colombiano. 





El derecho a la verdad, 
justicia y reparación 
para el Sistema 
Interamericano de 
Derechos Humanos 
conforman una tríada, 
un tríptico inescindible, 
pues forman parte de 
un mismo núcleo 
esencial. Esta forma 
de verlos, les brinda a 
las víctimas 
verdaderas garantías 
frente a las 
actuaciones de los 
Estados en el 
cumplimiento de sus 
deberes 
internacionales de 




indica respecto a las 
víctimas que se les 
brinda verdaderas 
garantías frente a las 
actuaciones de los 
Estados, ello con el 
cumplimiento de sus 
deberes internacionales 
de protección y garantía; 
de esta forma es que 
indica que existe una 
triada que esta 
determinada para la 
protección de los 
derechos de la víctima, 
que son el derecho a la 
verdad, justicia y 
reparación. 
El estado busca en mayor 
medida proteger los derechos 
del investigado antes de las 
víctimas, siendo que todo el 
proceso se busca respetar los 
derechos de los investigados y 
teniendo ciertas garantías, 
aunque a partir de la aplicación 
del código procesal penal 
donde se indican ciertos 
derechos de la víctima y que 
anterior a ello no se habían 
estipulado sus derechos. Pero 
al respecto el Sistema 
Interamericano de Derechos 
Humanos determina una triada 
de derechos para las víctimas 
(a la verdad, justicia y 
reparación). 
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Todo Estado tiene la 
obligación de 
investigar, procesar y 
castigar a quienes 
resulten responsables 
de violaciones masivas 
y sistemáticas de los 
derechos humanos, y, 
en consecuencia, a 
revelar a las víctimas y 
a la sociedad todo lo 
que materialmente 
pueda establecer 
sobre los hechos y las 
circunstancias de tales 
violaciones 
El Estado tiene como 
obligación investigar, 
procesar y castigar ello 
con ayuda del Ministerio 
Público y el Poder 
Judicial, pero aquí se 
menciona algo 
específico que son las 
violaciones masivas y 
sistemáticas de los 
derechos humanos, que 
involucra a un grupo 
social como víctima, y a 
su vez se debe rebelar a 
las victimas las 
circunstancias y el 
material de los hechos 
que acontecieron las 
violaciones de los 
derechos humanos 
antes mencionados. 
Se pone énfasis en las 
violaciones masivas y 
sistemáticas de los derechos 
humanos, a partir de ello se 
debe asumir que son delitos 
especiales, de lo cual indica a 
su vez que como estado tiene 
como obligación investigar, 
procesar y castigar a quien o 
quienes resulten responsables; 
al respecto se pude indicar que 
pone como relevantes los 
aspectos de estos delitos que 
en la actualidad y en el 
momento de la elaboración del 
artículo científico, delitos de 
índole similar eran 
consecuentes. 
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Al mismo tiempo, el 
principio de 
proporcionalidad 





prima facie derechos 
constitucionales en 
aras de la garantía de 





gozan de apoyo 
popular. 
Se menciona el principio 
de proporcionalidad, 





derogar prima facie 
derechos 
constitucionales, ello en 
circunstancias o en aras 
de la garantía de 
intereses públicos. 
Al referirse al principio de 
proporcionalidad indica que, se 
puede derogar prima facie 
derechos constitucionales en 
aras de la garantía de intereses 
públicos, dando a entender que 
los intereses públicos o 
derechos constitucionales 
públicos tienen mayor 
importancia al de otros 
derechos, pudiendo tener la 
potestad los órganos 
legislativos de derogar incluso 
ciertos derechos. 
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